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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 858/2021/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADO:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinte de abril de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 858/2021/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veintidós de noviembre de dos mil veintiuno, **********., compareció por conducto de su representante legal ********** a demandar a las autoridades y respecto del acto que enseguida se precisan:
“II.- AUTORIDADES DEMANDADAS de conformidad con el arábigo 230, fracción II, inciso a):

Como autoridad ordenadora, misma que emitió la orden de inspección y la resolución impugnada:

a) DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, (…)”

Como autoridad ejecutora, misma que elaboró el acta circunstanciada de inspección que dio origen a la multa hoy recurrida:
b) Como Ejecutor el C. JOSÉ ELIAS ANGUIANO MENDOZA, Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación, (…)

c) Como Ejecutor el C. ISMAEL PARREÑO MARTÍNEZ, Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación, (…)”

“IV.- LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA:

1.- Resolución de fecha 01 de Octubre de 2021, en la que se condena a mi Representada al pago de Multa por 100 UMAS, supuestamente por no tener la licencia y refrendo a la vista; en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-0490-2021 de fecha 14 de septiembre de 2021, en el establecimiento con giro de Abarrotes con venta de cerveza, denominado “**********”, en el domicilio ubicado en **********en el **********de esta ciudad capital.

2.- Resolución de fecha 05 de Noviembre de 2021, en la que se condena a mi Representada al pago de Multa por 100 UMAS, supuestamente por no tener la licencia y refrendo a la vista; en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-056-2021 de fecha 22 de octubre de 2021, en el establecimiento con giro de Abarrotes, denominado “**********”, en el domicilio ubicado en ********** en la **********de esta ciudad capital.”

SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar solicitada.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del veintiocho de marzo de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; de la ampliación de la demanda y de la contestación a la ampliación; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

De la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la moral actora es:

“IV.- LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA:

1.- Resolución de fecha 01 de Octubre de 2021, en la que se condena a mi Representada al pago de Multa por 100 UMAS, supuestamente por no tener la licencia y refrendo a la vista; en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-0490-2021 de fecha 14 de septiembre de 2021, en el establecimiento con giro de Abarrotes con venta de cerveza, denominado “**********”, en el domicilio ubicado en **********de esta ciudad capital.

2.- Resolución de fecha 05 de Noviembre de 2021, en la que se condena a mi Representada al pago de Multa por 100 UMAS, supuestamente por no tener la licencia y refrendo a la vista; en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-056-2021 de fecha 22 de octubre de 2021, en el establecimiento con giro de Abarrotes, denominado “**********”, en el domicilio ubicado en ********** de esta ciudad capital.”

De lo anterior tenemos que los actos materia de impugnación lo constituyen las resoluciones de primero de octubre y cinco de noviembre de dos mil veintiuno, mediante las cuales se impusieron a la actora sendas multas en cantidad de 100 UMAS, actos que quedaron acreditados, con las documentales que fueron exhibidas por la parte actora, visibles en foja 19 a 25 de autos y 27 a 33 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de las resoluciones enunciadas en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	01 de octubre de 2021 y 05 de Noviembre de 2021 
	14 de octubre de 2020 y 11 de noviembre de 2021
	15 de octubre de 2021 y 12 de noviembre de 2021
	18 de octubre al 02 de diciembre de 2021

	22 de noviembre de 2021


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

Suscribe la demanda la Laura Almendra Benítez Cárdenas, con el carácter de representante legal de la persona moral denominada **********, hoy actora.

Asimismo, tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la persona moral denominada **********., como propietaria de las licencias de los establecimientos denominados “EL NUEVO DIA III” y “LA PACHANGA”, cuyo representante legal acredita su personalidad con la copia certificada del Instrumento Notarial número **********, pasada ante la fe del Notario Público No. 250, con ejercicio en la Ciudad de México, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 09 al 18; es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
En otro orden, la autoridad que compareció en representación de la enjuiciada justificó su personalidad y legitimación, ello conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a foja 76 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 04 vuelta a la 07  frente del sumario, así como de la 135 a la 137 de autos, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Primera Sala Unitaria, los conceptos de impugnación hechos valer por la actora en su escrito de demanda son infundados en parte e inoperantes por inatendibles en otra.

A. Problema jurídico.

En el concepto de impugnación Primero del escrito de demanda, la impetrante niega lisa y llanamente que existan las órdenes de inspección y actas circunstanciadas derivadas de aquellas, y que dieron origen a las multas impugnadas.

Ahora, en el segundo de los motivos de disenso la actora sustancialmente arguye la violación de lo establecido en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 250 del propio Código y 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, toda vez que la autoridad demandada fue omisa en fundar su competencia material y territorial en la resolución determinante de multa controvertida.

Continua señalando la enjuiciante, que la autoridad demandada funda indebidamente la resolución impugnada, pues en ésta no se advierte que pueda sancionarla, ni mucho menos señala qué apartado del supuesto convenio de colaboración, le otorga facultades para realizar inspecciones dentro de esa municipalidad y/o sancionar a los contribuyentes que no están dentro de su ámbito competencial.

Asimismo, en el concepto de impugnación tercero la moral actora niega lisa y llanamente que el establecimiento denominado “**********” sea de su propiedad, debiendo la demandada multar en su caso, al dueño o legítimo propietario de aquella negociación. 

En el cuarto concepto de impugnación, la accionante se reserva el derecho de ampliar la demanda, hasta en tanto se ofrezcan en juicio las ordenes de visita que originaron las multas impuestas.
Ahora, en el escrito de ampliación de demanda, la actora identificó un concepto de impugnación con el ordinal primero en donde expresó que la autoridad vulneró el contenido de los artículos 164, fracciones I, II, V y VI así como 165, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo porque la orden de visita no cuenta con fecha cierta de emisión, al estar un espacio en blanco el día de la supuesta emisión o expedición.

Así mismo, en la ampliación de demanda se hizo valer un segundo concepto de impugnación en el que la accionante señaló que se vulneró el artículo 36, fracción IV, incisos e) y f) de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, toda vez que en la diligencia de inspección se advierte que, si bien deberán nombrarse durante su desarrollo dos testigos, en el acta de inspección se advierte que los testigos son los mismos inspectores señalados en la orden de inspección, con lo que se causa un vicio de fondo. 

Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de los actos controvertidos.
B. Decisión
Es menester precisar que conforme al auto de admisión de la demanda, le fue precisado a la parte actora, que la litis en este asunto, se centra en lo referente a la imposición de las multas establecidas en las resoluciones que se tuvieron como impugnadas, y que se precisó en el Considerando Segundo de esta Sentencia.

Asimismo, cabe precisar que la actora negó lisa y llanamente la existencia de las ordenes de inspección y sus actas circunstanciadas correspondientes, que dieron origen a las resoluciones determinantes de las multas debatidas, reservando su derecho a formular su ampliación a la demanda, hasta en tanto la autoridad exhibiera tales actos que manifestó desconocer; carga procesal que atendió la autoridad enjuiciada al contestar la demanda, en virtud de que exhibió la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación, contenida en el oficio número  SGG/DGG-SA-OI-02-0490-2021 así como en la diversa SGG/DGG-SA-OI-02-0056-2021, con sus respectivas actas circunstanciadas de 14 de septiembre y 10 de octubre de 2021, que la actora manifestó desconocer. Documentales que obran agregados en autos a folios 78 a la 83, y de la 98 a la 103, a las que se les confiere valor probatorio pleno en términos de los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, lo que de suyo genera lo infundado del primer concepto de impugnación vertido en el escrito inicial de demanda, al estar probada la existencia de las ordenes de inspección que precedieron a la imposición de las sanciones aquí impugnadas.
Ahora, tocante al segundo de los conceptos de impugnación vertidos en el escrito inicial de demanda, como fue anticipado, el mismo deviene infundado en la medida que en el presente juicio obran las resoluciones determinantes de las multas impugnadas – visibles en foja 19 a 25 y 27 a 33 de autos-, se tiene que en dichos actos administrativos son coincidentes en hacer constar en sus textos, las disposiciones legales que otorgan competencia a la autoridad emisora y la legitima para emitir los actos que se reclaman en este juicio.

En efecto, en las resoluciones impugnadas que quedaron precisadas en el Considerando Segundo de esta sentencia, se hacen constar en los Considerandos 1 y 2 de la mismas, lo relativo a las disposiciones que facultan al Director General de Gobernación del Estado para emitir las referidas resoluciones sancionatorias, en los que se encuentran las siguientes: 

“1.- Con fundamento en el artículo 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 80 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1, 2, 3, 18, 31 y 32 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, 1 y 37 fracción(sic) V, VI, VII, VIII y IX del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1°, 2°, 6, fracción I, 7, fracción V, 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; y 196, 197 y 198 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí (…)”

2.- Luego entonces esta Dirección General de Gobernación es competente para aplicar la Ley de Bebidas Alcohólicas, ejecutar y llevar a cabo las acciones de vigilancia e inspección para los establecimientos que dentro de su actividad mercantil manejen la venta, el consumo y/o suministro de bebidas alcohólicas, así como el aplicar sanciones que correspondan, a quienes transgredan las disposiciones contempladas en la ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, todo ello con fundamento en los artículos 1, 2, 3, 5 fracción I, 7 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI y XII, 20, 32 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI  y  XVII, 33, 35, 36, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57  y  58; además 1°, 196, 197, 198, 199, 200 y 201 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1° y 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 1°, 13 fracciones XV, XVI, XVII y XVIII del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno.”

Ahora, las disposiciones citadas por la autoridad enjuiciada, en la parte que interesa disponen:

LEY DE BEBIDAS ALCOHOLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTÍCULO 6º. Las autoridades a las que se refiere el artículo 5º de esta Ley, en el ámbito de su competencia, deberán llevar a cabo las siguientes acciones en materia de prevención:

I. Desarrollar estrategias, programas anuales preventivos y campañas permanentes de difusión e información en materia de combate al abuso en el consumo del alcohol, orientadas a desincentivar el consumo e informando de las consecuencias negativas en la salud de la persona, en la vida familiar, y en la social; 

…”

“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

…”

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO
Artículo 37. La persona titular de la Dirección General de Gobernación tendrá las siguientes facultades:
…

V. Ejecutar las disposiciones legales en materia de venta, distribución, consumo, almacenamiento, producción y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo;

VI. Coordinar acciones con las autoridades competentes para la observancia de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, y demás normatividad aplicable.

VII. Inspeccionar, verificar y vigilar los datos y documentos de establecimientos y locales dedicados a la venta, distribución, consumo, almacenamiento, producción y suministro de bebidas alcohólicas y en su caso, aplicar las sanciones o medidas de seguridad correspondientes por violaciones a la Ley de la materia;

VIII. Llevar un control cuantitativo y zonificado de las licencias que se expidan para la venta, distribución, consumo, almacenamiento, producción y suministro de bebidas alcohólicas, con el fin de evitar la proliferación desmedida de los establecimientos;
…”

Conforme a los preceptos transcritos, se desprende que la Dirección General de Gobernación está facultada, entre otras cosas, para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución, venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad; así como para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado.

Con base en los elementos anteriores, esta Sala Unitaria crea convicción de que las resoluciones impugnadas cumple con el requisito de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad previsto por el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que para fundar la competencia material y territorial del funcionario emisor de las órdenes de visita e inspección, vigilancia y verificación en cuestión, se citó el artículo 37 fracciones V, VI, VII y VIII del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, en relación con el diverso 7° fracción V, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, conforme a los cuales, se dispone que la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, tal como lo es la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, donde se prevé, que el titular del Poder Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias, tiene competencia para llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos de mérito; asimismo para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades.

En ese tenor, a consideración de esta Sala Juzgadora las resoluciones impugnadas, se encuentran debidamente fundadas y motivadas en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, toda vez que a través de dichos actos se impuso un multa como sanción a la hoy actora respecto de los establecimientos en cuestión, facultad que se encuentra prevista en los preceptos legales antes citados, y en los que además, se precisa que ejercerá tal atribución para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, es decir, en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

Sin que sea óbice a lo anterior, la impetrante señale que la autoridad demandada no precisó qué apartado del supuesto convenio de colaboración que le otorga facultades para realizar inspecciones dentro de esa municipalidad y/o sancionar a los contribuyentes que no están dentro de su ámbito competencial, pues la autoridad demandada no emite las licencias de mérito, siendo la autoridad competente el ayuntamiento respectivo, por lo que aduce la falta de competencia tanto material, como territorial por parte de la autoridad demandada, para realizar inspecciones y aplicar sanciones a las negociaciones de mérito.

Pues las manifestaciones expuestas, a consideración de esta Sala Juzgadora devienen inoperantes, ya que la actora parte de una premisa falsa, consistente en que la autoridad demandada para establecer su competencia para emitir las resoluciones determinantes de las multas impugnadas, además de los preceptos que se analizaron con anterioridad y que sirvieron de fundamento a los actos cuestionados, debía señalar el apartado de los Convenios de Colaboración a que alude la impetrante, y que supuestamente le otorga competencia para realizar inspecciones dentro de los municipios y/o sancionar al establecimiento de trato; pues como se dilucidó en párrafos precedentes, la autoridad demandada cumplió con la garantía de fundamentación de la competencia de los actos de autoridad, consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en citar los preceptos que contienen la facultad ejercida, por ende, a ningún fin práctico conduciría el análisis y calificación de dichas aserciones, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la ilegalidad de las resoluciones impugnadas, máxime que contrario a lo argüido por la actora, los actos cuestionados no tienen como fundamento dichos convenios mencionados; de ahí que el hecho de que no se haya especificado algún convenio en particular, es intrascendente para justificar la competencia de la autoridad demandada.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”

En efecto, la actora pierde de vista como se dilucidó en párrafos precedentes, que las resoluciones determinantes de las multas impugnadas combatidas, se encuentran debidamente fundadas y motivadas en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí para su emisión, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 de la Constitución Federal y en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que con los preceptos que se citaron en los referidos actos y que fueron anteriormente analizados, son suficientes para colmar la exigencia constitucional y legal de mérito; de ahí que sea ineficaz la exigencia alegada por la impetrante, pues como ya se dijo, basta con citar en los actos de autoridad los preceptos que contengan la facultad ejercida, lo cual en la especie sucedió.

Por lo que hace al tercero de los conceptos de impugnación vertidos en el escrito inicial de demanda, el mismo deviene infundado en la medida que si bien no se encuentra soportado con medio de convicción alguno el que a la fecha la aquí moral actora cuente con la calidad de propietario del establecimiento denominado “LA PACHANGA”, para que sobre esa base se le aplique la multa hoy impugnada; también es cierto que quedó acreditado en la secuela de este juicio que durante el desarrollo del proceso de inspección si tenía la calidad de titular, propietaria o responsable de la licencia para venta de bebidas alcohólicas en botella cerrada, lo que la hacía acreedora en todo caso, de la aplicación de dicha sanción. Veamos.

a) De la copia certificada del escrito de seis de mayo de dos mil quince, visible a fojas 92 y 93 de autos, se desprende que ********** comparecieron ante el Director General de Gobernación para solicitar cambio de domicilio y reactivación de la Licencia Permanente expedida a su favor para la venta de bebidas alcohólicas en botella cerrada, informando que el nuevo domicilio correspondería al de calle **********, con razón social del establecimiento denominado “**********”.
b) El veintidós de octubre de dos mil veintiuno fue librada la orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación al establecimiento “**********, ubicado en calle **********, dirigido a **********., según puede verse de la documental a fojas 98 y 99 de autos.
c) Según la copia certificada del acta de Inspección, Vigilancia y Verificación circunstanciada, practicada al establecimiento “**********”, ubicado en calle **********, visible a fojas 100 a la 103, la misma se realizó el veintidós de octubre de dos mil veintiuno.
d) Mediante escrito presentado el diez de noviembre de dos mil veintiuno, ********** acudió ante el Secretario General de Gobierno solicitando la expedición de una licencia para venta de vinos y licores y cerveza en botella cerrada para la tienda de abarrotes de su propiedad denominada “**********” ubicada en calle **********. Véase foja 99.
e) Por escrito de once de noviembre de dos mil veintiuno, **********., solicitaron la cancelación del trámite de cambio de domicilio que inició en dos mil quince, respecto del establecimiento denominado “**********”, ubicado en calle Sócrates No. 98, de la **********Foja 95 de autos.  
f) Finalmente, el once de noviembre se notificó la resolución de cinco de noviembre de dos mil veintiuno, en la que se impuso a la aquí actora una multa por 100 UMAS, en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-056-2021 de fecha 22 de octubre de 2021, en el establecimiento con giro de Abarrotes, denominado “**********”, en el domicilio ubicado en **********. Ver fojas 33 vuelta. 
Como puede advertirse de la relatoría anterior, en la época en que ocurrieron los hechos materia de la inspección, vigilancia y verificación del establecimiento denominado “**********”, ubicado en calle **********, la titularidad de la licencia que amparaba el funcionamiento de la misma, correspondía a la moral aquí actora, pues no fue sino hasta el diez de noviembre de dos mil veintiuno que **********acudió ante el Secretario General de Gobierno solicitando la expedición de una licencia para venta de vinos y licores y cerveza en botella cerrada para la tienda de abarrotes de su propiedad denominada “**********” ubicada en calle **********por cuya razón, el once de noviembre de dos mil veintiuno, **********. solicitaron la cancelación del trámite de cambio de domicilio de la licencia para venta de bebidas alcohólicas tramitada para establecimiento **********”, con domicilio ubicado en **********esta ciudad capital.

Por ello, no se conviene con el actor en el sentido de que le corresponda la aplicación de la multa impuesta porque no es propietario del establecimiento denominado “**********”, pues como se vio, en la época en la que se desarrolló el procedimiento de inspección, vigilancia y verificación al dicho establecimiento la aquí actora era titular de la licencia para la venta de bebidas alcohólicas respecto de la citada negociación, de ahí el carácter de propietario, lo que hace infundado el argumento en estudio.

Tocante al cuarto de los conceptos de impugnación vertidos en el escrito inicial de demanda, el mismo resulta inoperante por inatendible dado que en el mismo solo se concretó a reservar su derecho de ampliar la demanda negando conocer las órdenes de inspección, así como las actas de inspección correspondientes; por lo que si en dicho concepto solo se ocupa de negar la existencia de los actos previos a la emisión de las resoluciones determinantes de las infracciones, sin que de tales expresiones se vierta algún motivo de disenso o agravio, es de determinarse que tal concepto de impugnación deviene inoperante.
Ahora bien, respecto del primer concepto de impugnación vertido en el escrito de ampliación de demanda, el mismo deviene en infundado, en la medida que contrario a lo estimado por la inconforme, del análisis efectuado a las órdenes de inspección se desprende que las mismas si contienen fecha cierta de emisión, por lo que al efecto cumplen con lo previsto en el numeral 36, fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.

En principio es pertinente establecer que en materia de alcoholes, las formalidades para la inspección, vigilancia y verificación se encuentran precisadas en el numeral 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, que al efecto dice:

“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases:

I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación;

II. Los inspectores deberán practicar la visita dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la orden;

III. El inspector deberá identificarse debidamente con el titular de la licencia, su representante legal; el encargado del establecimiento; o con quien se encuentre atendiendo el mismo;

IV. El inspector levantará acta circunstanciada por triplicado, en formas foliadas, en la que constará:

a) Nombre y razón social del establecimiento.

b) Fecha y hora en que inicia y concluye la diligencia.

c) Domicilio del establecimiento en que se lleva a cabo la inspección.

d) Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia.

e) Nombre y domicilio de dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, o en su negativa por el inspector.

f) Las firmas, del inspector, de la persona con quien se entendió la diligencia, si desea hacerlo, y de los dos testigos de asistencia.

g) Los hechos y circunstancias de la inspección;

V. El inspector comunicará al interesado, haciéndolo constar en el acta, que en caso de no estar de acuerdo con el resultado de la inspección, cuenta con cinco días hábiles para presentar ante la autoridad competente, las pruebas y alegatos que a su derecho convengan, y

VI. Uno de los tantos legibles del acta se entregará al interesado; otro quedará en poder de la autoridad calificadora; y el original se remitirá a la Secretaría General de Gobierno, o al ayuntamiento, en su caso.”  

(Resaltado propio)

Como puede verse del numeral reproducido, dentro de las formalidades a las que se deben sujetar las autoridades que gozan de la atribución de realizar inspecciones en materia de alcoholes, se encuentra la relativa a la de contar con orden escrita, la que en efecto deberá estar adecuadamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; y en la que se habrá de expresar, entre otros, la fecha de emisión.

En tal sentido, es acertada la expresión de la moral actora en el sentido de que las ordenes de inspección de las que deben estar provistas los inspectores al momento de verificar el cumplimiento de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, debe contener, entre otros aspectos, la fecha de emisión, empero, no es atinado el motivo de dolencia de dicha enjuiciante, respecto del hecho atribuido a que las ordenes de inspección adolecen de dicho requisito, pues basta analizar las referidas ordenes de visita e inspección, vigilancia y verificación, contenidas en los oficios SGG/DGG-SA-OI-02-0490-2021 y SGG/DGG-SA-OI-02-0056-2021, para advertir que las mismas si contienen la fecha en que fueron emitidas.

Para mayor comprensión de lo anterior, se conviene insertar la imagen relativa de las órdenes de visita e inspección, vigilancia y verificación, materia de lid.

********** imagen
Como puede verse de las imágenes reproducidas, es evidente que los documentos en que se contiene la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación, según oficio número  SGG/DGG-SA-OI-02-0490-2021 así como el diverso SGG/DGG-SA-OI-02-0056-2021, si expresan la fecha en que dichos actos administrativos fueron emitidos, pues en el párrafo final de dichos documentos se advierte que refieren como data de emisión los días catorce de septiembre de dos mil veintiuno y veintidós de octubre de dos mil veintiuno, respectivamente, todo lo cual cumple con el requisito previsto en el numeral 36, fracción I, de la ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, de donde resulta infundado el argumento que en ese sentido esgrime la accionante. 

Finalmente, respecto del segundo de los agravios contenidos en la ampliación de demanda, en donde la impetrante manifiesta que las actas de inspección son ilegales, toda vez que los testigos señalados en éstas son los mismos inspectores precisados en las órdenes de mérito, a consideración de esta Sala Unitaria es infundada dicha alegación.

Lo anterior es así, pues como se advierte de la parte conducente de las ordenes de visita SGG/DGG-SA-OI-02-0490-2021 y SGG/DGG-SA-OI-02-0056-2021, de catorce de septiembre de dos mil veintiuno y veintidós de octubre de dos mil veintiuno, anteriormente reproducidas, se autorizó a los C.C. Rómulo Camarillo Reyes, Agustín Saucedo López, Juan Manuel Hernández Pérez, Víctor Manuel Mendoza Sustaita, Martha Nallely Balderas Miranda, Ismael Parreño Martínez, Jesús Emmanuel Hernández Rojas, Julio Cesar Alvarado Rocha, José Elías Anguiano Mendoza, Jonathan Rubén López Constantino, Francisco Martínez Rodríguez e Isaac Antonio Aguilar Sayago, inspectores adscritos a esa Dirección General, para llevar a cabo las diligencias de mérito, sin embargo, de las actas circunstanciada SGG/DGG-SA-AC-02-0490-2021 y SGG/DGG-SA-AC-02-0056-2021, de fechas catorce de septiembre y veintidós de octubre del dos mil veintiuno, se desprende que en éstas firmaron como testigos de asistencia los CC. Humberto González Martínez y Oscar Zapata de León, así como los CC. Erick Fernando Rodríguez Rocha y Erick Eduardo Neri Vargas, respectivamente, mismos que estuvieron presentes en el desarrollo de la inspección, por lo que es inconcuso que éstos últimos contrario a lo argüido por la actora, no fueron señalados en las referidas órdenes de visita para llevar a cabo tales diligencias, con independencia de que el domicilio reportado corresponda al ubicado en calle Madero 305”, pues con esa referencia no se acredita la alegada adscripción de los mencionados testigos a la autoridad ordenadora.

Aunado a lo anterior, el hecho de que los referidos testigos de asistencia en su caso, estén adscritos a la autoridad ordenadora como alude la impetrante, no trasciende en modo alguno a la validez de las actas circunstanciadas de mérito, y para tal efecto es menester imponernos del contenido del artículo 16 de la Constitución Federal; 200 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, del tenor siguiente:

“Artículo 16. (…)

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 

(…)”

“ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos. 

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.”

“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases:

…

IV. El inspector levantará acta circunstanciada por triplicado, en formas foliadas, en la que constará:

…

e) Nombre y domicilio de dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, o en su negativa por el inspector. 

f) Las firmas, del inspector, de la persona con quien se entendió la diligencia, si desea hacerlo, y de los dos testigos de asistencia.

(…)”

Del precepto transcrito en primer orden, como lo ha definido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia que enseguida se cita, no se advierte que haya sido intención del Poder Constituyente, evitar que la autoridad ejecutora de una orden de cateo designe con el carácter de testigos al personal de Policía Judicial que lo auxilia en la diligencia respectiva, ya que no implica que corresponda a éstos verificar que la diligencia se practique conforme a derecho, sino únicamente constatar que los hechos asentados en el acta relativa corresponden a la realidad, por lo que la sola circunstancia de que los agentes policiales designados como testigos por la autoridad ejecutora de una orden de cateo, ante la ausencia o negativa del ocupante del lugar cateado, hayan participado en la ejecución material de la misma, no motiva la invalidez del cateo ni de las pruebas que del mismo derivan; máxime que tal circunstancia, por sí misma, no da lugar a estimar que se infringe la independencia de su posición como testigos, ya que al rendir su testimonio lo hacen a nombre propio y sobre hechos que les constan.

En ese mismo sentido de los preceptos citados en último orden, se desprende que los inspectores levantarán acta circunstanciada en la cual se hará constar, entre otros, el nombre y domicilio de dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, mismos que serán propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, empero en el supuesto de que ésta última se negare a señalarlos, aquellos serán designados por el Inspector; asimismo en dichas actas, se hará constar la firma, entre otras, de los testigos de asistencia que hubieran estado presentes en el desarrollo de la inspección; de cuyo contenido, tampoco se colige que haya sido intención del Legislador Estatal, evitar que la autoridad ejecutora de una orden de visita designe con el carácter de testigos de asistencia a personal de la referida área administrativa o incluso de la autoridad ordenadora, que la auxilia en la diligencia respectiva, ya que el hecho que la validez formal de la visita se condicione a la existencia de un acta circunstanciada firmada por dos testigos, no implica que corresponda a éstos verificar que la diligencia se practique conforme a derecho, sino únicamente constatar que los hechos asentados en el acta relativa corresponden a la realidad; por tanto, la circunstancia de que los testigos de asistencia como alude la impetrante, trabajen o estén adscritos a la autoridad demandada, no afecta la validez de dichas actas, en virtud de que los preceptos anteriormente analizados, no establecen la prohibición de que los servidores públicos puedan fungir como testigos de asistencia; de ahí que no le asista la razón a la demandante en ese sentido, máxime que la designación como testigos por parte de la autoridad ejecutora, recae en personas que no fueron autorizadas como inspectores adscritos a la Dirección General de Gobernación, para llevar a cabo las diligencias de mérito, por lo que se traduce en personas que no tuvieron participación directa en la ejecución de las ordenes de visita en cuestión, pues no participaron materialmente en su desahogo como inspectores, sino únicamente fungieron con estricto carácter de testigos, dando cuenta de los hechos acaecidos en tales diligencias, aunado a que tales hechos no fueron controvertidos por la actora.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia P./J. 1/2009 y la Tesis II.A.83 A, cuyos rubros, contenidos y datos de localización, son los siguiente:

“CATEOS. LA DESIGNACIÓN QUE CON CARÁCTER DE TESTIGOS REALIZA LA AUTORIDAD EJECUTORA EN AGENTES POLICIALES QUE LO AUXILIAN EN EL DESAHOGO DE LA DILIGENCIA, ANTE LA NEGATIVA DEL OCUPANTE DEL LUGAR CATEADO, NO DA LUGAR A DECLARAR SU INVALIDEZ. De la interpretación causal teleológica de lo dispuesto en el décimo párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, no se advierte que haya sido intención del Poder Constituyente, evitar que la autoridad ejecutora de una orden de cateo designe con el carácter de testigos al personal de Policía Judicial que lo auxilia en la diligencia respectiva, pues el hecho que la validez formal del cateo se condicione a la existencia de un acta circunstanciada firmada por dos testigos, no implica que corresponda a éstos verificar que la diligencia se practique conforme a derecho, sino únicamente constatar que los hechos asentados en el acta relativa corresponden a la realidad, pues incluso, si se toma en cuenta que en atención al principio constitucional de adecuada defensa, el juzgador está obligado a recibir y desahogar las pruebas que ofrezca el inculpado, siempre que no sean contrarias a la ley, es evidente que aunque en términos de lo dispuesto en el artículo 284 del Código Federal de Procedimientos Penales, el cateo hace prueba plena cuando se desahoga con las formalidades legales respectivas, ello no impide que los hechos que del mismo derivan puedan controvertirse a través de un diverso medio de prueba, como lo pueden ser, los careos o la testimonial de quienes intervinieron en la respectiva diligencia. Por tanto, la sola circunstancia de que los agentes policiales designados como testigos por la autoridad ejecutora de una orden de cateo, ante la ausencia o negativa del ocupante del lugar cateado, hayan participado en la ejecución material de la misma, no motiva la invalidez del cateo ni de las pruebas que del mismo derivan, máxime que ello, por sí, no da lugar a estimar que se infringe la independencia de su posición como testigos, ya que al rendir su testimonio ante la autoridad judicial, lo hacen a nombre propio y sobre hechos que les constan, correspondiendo al juzgador valorar la idoneidad de su ateste.”

De igual modo, orienta el criterio asumido por esta Sala la tesis aislada que se reproduce enseguida:
“ACTA DE INSPECCIÓN. TESTIGOS DE ASISTENCIA NOMBRADOS POR LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA ANTE LA REBELDÍA DEL VISITADO. Si en el acta de inspección levantada por inspectores federales del trabajo, se asentó que ante la negativa del representante patronal, el inspector nombró a los testigos de asistencia y, posteriormente se comprobó que éstos eran servidores públicos federales, esta circunstancia no afecta la validez de dicha acta, porque el artículo 16 constitucional, en relación con los artículos 38 y 40 del Reglamento de Inspección Federal del Trabajo, no establece la prohibición de que los servidores públicos puedan fungir como testigos de asistencia.”

En esa tesitura, al resultar infundados en parte e inoperantes en otra, los motivos de disenso planteados por la parte actora, esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados consistentes en las resoluciones de primero de octubre y cinco de noviembre de dos mil veintiuno, mediante las cuales se impusieron a la aquí actora sendas multas en cantidad de 100 UMAS, por la Dirección General de Gobernación de la Secretaria General de Gobierno del Estado.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se R  E  S  U  E  L  V  E:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Séptimo de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Artículo 7º, fracciones V y VI de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en relación con el artículo 37, fracciones V, VI y VII del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno.


� Época: Décima Época, Registro: 2001825, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.), Página: 1326


� Época: Novena Época, Registro: 168190, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Enero de 2009, Materia(s): Penal, Tesis: P./J. 1/2009, Página: 6


� Época: Novena Época, Registro: 193156, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Octubre de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: II.A.83 A, Página: 1231





